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Decisión: Confirma y adiciona  

ATENCIÓN MÉDICA DOMICILIARIA/ Suspensión del servicio obedeció a inconformidad del paciente con el profesional que realiza las visitas  
“(…) revisado el expediente no se encuentra sustento probatorio que le de luces a esta Juez Colegiado en cuanto a que al paciente se le haya retirado o se le esté negando la atención de médico general en su casa, y por el contrario lo que se puede ver es que la misma se le ha venido prestando y que fue la libelista quien solicitó que se le prestara con otro profesional de la salud por no encontrarse a gusto con la atención que les brindaba la persona designada (…) en ese orden de cosas es claro que no hay con que establecer la negación de la prestación del servicio reclamado por una causa imputable a la entidad accionada; de allí que no se avizore la necesidad de expedir órdenes en tal sentido.”
TRANSPORTE ESPECIAL INTERURBANO/ Requisitos para que la entidad de salud asuma ese gasto
“(…) es necesario establecer primero que todo las condiciones económicas de la parte accionante para asumir los costos de tal servicio, al respecto y a pesar de que ello no se dejó claro en el escrito de tutela, sí se hizo en declaración juramentada que la libelista realizara en el Despacho de primera instancia (…) en donde indicó las razones tanto de orden económico como del estado de salud del paciente por las cuales solicita tal servicio; igualmente a folio 14 se puede leer que el médico tratante consignó que el señor Leofabio se encuentra en situación de postración.” 

“(…) se evidencia la necesidad de brindarle al señor Leofabio unas condiciones de transporte especiales que le permitan hacer menos penosa su actual condición de salud, ello a pesar de que el transporte intraurbano que no sea entre IPS, no está contemplado dentro de los actuales planes obligatorios de beneficios vigentes en los distintos regímenes de salud. La anterior consideración encuentra su asidero en la jurisprudencia constitucional la cual ha establecido que en ciertos casos especiales, atendiendo al estado de salud del paciente y sus condiciones económicas y las de su familia, es procedente que el Juez de tutela le ordene a una entidad prestadora de salud el concederle a un afiliado el traslado interurbano en ambulancia o vehículo especial medicalizado, desde su lugar de residencia hasta los lugares a donde deba trasladarse para recibir atención médica, ya que esa es una manera de darle aplicación al principio de universalidad en el acceso a los servicios de salud (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-01 de 1992, T-514 de 2003, T-346 de 2007, T-189 de 2010, T-321 de 2011, T-322 y T- 505 de 2012.
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ASUNTO
Decide de fondo la Colegiatura, la impugnación interpuesta por la señora Luz Marina Morales de Londoño quien actúa en calidad de agente oficiosa de su esposo el señor LEOFABIO LONDOÑO CARMONA, contra el fallo de primera instancia proferido el 29 de diciembre de 2015 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, por medio del cual se tutelaron sus derechos fundamentales presuntamente vulnerados por la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL SEDE PEREIRA. 
ANTECEDENTES
Dice la señora Luz Marina que su esposo actualmente cuenta con 62 años de edad, y presenta un cuadro de infección aguda no especificada de las vías respiratorias inferiores, secuelas de otras enfermedades cerebrovasculares y de las no especificadas, recibiendo atención médica por parte de Sanidad de la Policía Nacional. 
Con base en lo anterior el médico tratante le ordenó terapia de rehabilitación, fonoaudiología, atención domiciliaria por foniatría y fonoaudiología, fisioterapia o terapia física y atención domiciliaria. Adicionalmente, dispuso que requería del uso de pañales desechables, pañitos húmedos y crema antipañalitis. Tanto las terapias como los insumos mencionados, fueron pedidos a Sanidad de la Policía, pero los mismos fueron negados por esa entidad.

De acuerdo a lo dicho, solicita la señora Luz Marina que se le ordene al Servicio de Sanidad de la Policía otorgarle al señor Leofabio toda aquella atención médica que requiere para su patología, al igual que los insumos que le fueron ordenados por el médico tratante, sin dilaciones injustificadas y de manera integral.  

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA
El 14 de diciembre de 2015 el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira admitió la demanda tutelar, y en consecuencia ordenó la notificación de la tutela a las entidades accionadas. Posteriormente y después de revisado lo existente dentro del plenario, el A-quo concluyó que era necesario brindar la protección constitucional reclamada toda vez que era evidente la renuencia de la entidad accionada a brindarle la atención médica requerida al señor Londoño Carmona; así las cosas, mediante decisión calendada el 29 de diciembre de 2015, se tuteló los derechos fundamentales invocados y en atención a ello le ordenó a la Seccional Risaralda de la Policía Nacional que dentro de los dos días hábiles siguientes a la notificación del fallo, procediera a autorizar y programar las terapias físicas y fonoaudiológicas en casa, de conformidad con lo ordenado por su médico tratante. Igualmente dispuso que dentro de ese mismo término, autorizara y entregara los insumos de aseo que requiere el paciente, esto es 4 pacas de pañales y dos cajas de pañitos húmedos por mes, de conformidad con lo dispuesto por el galeno tratante. 
IMPUGNACIÓN
Una vez enterada de la decisión, la agente oficiosa del accionante procedió a impugnarla, para ello presentó escrito indicando que en el fallo de tutela proferido, el Juez de primer nivel había omitido pronunciarse respecto a que se le brindara al señor Leofabio el transporte en ambulancia para asistir a sus citas médicas dadas sus difíciles condiciones de salud; igualmente dejó de lado la petición de que se le continuara brindando la atención médica domiciliaria la cual hasta hace poco tenía pero que en la actualidad se le está negando. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000.
El problema jurídico planteado en el presente asunto gira en torno a establecer si o no viable ordenarle por este medio a la entidad accionada brindarle al accionante el transporte desde su lugar de residencia a los distintos centros de salud a los cuales debe acudir a recibir atención médica, dadas sus condiciones económicas y de salud. 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.
Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Concretamente lo indicado por la libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordene a la Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional brindarle a su esposo el transporte en ambulancia cuando deba ser llevado a los controles médicos dadas sus condiciones de salud, igualmente reanudar la prestación del servicio de atención médica en casa. 
El derecho a la salud está establecido en el artículo 49 de nuestra carta magna como un servicio público esencial el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será el Estado el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población. Es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha recalcado la autonomía de dicho derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana. Sin embargo, al momento de solicitar su protección vía tutela, es deber del Juez constitucional verificar el cumplimiento de ciertos requisitos ello por cuanto existe un limite razonable al ejercicio de este derecho“los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad consagrados en el artículo 49 de la Carta Política suponen un límite razonable al derecho fundamental a la salud, haciendo que su protección mediante vía de tutela proceda en principio cuando: (i) esté amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su falta de capacidad económica para hacer valer su derecho.”

A partir de lo anterior, se puede ver que en el presente asunto la acción de tutela deviene en procedente y se torna en un mecanismo idóneo para la protección del derecho a la salud del señor Leofabio, ya que por su edad, 62 años, se encuentra dentro del grupo poblacional de la tercera edad, quienes gozan de especial protección constitucional, por ello respecto al derecho a la salud de este último grupo poblacional ha dicho la jusrisprudencia:
“También es importante anotar que esta Corporación en numerosa jurisprudencia ha sostenido que el derecho a la salud de las personas de la tercera edad es un derecho fundamental autónomo. Justamente, la sentencia T-970 de 2008 de esta Corporación consideró que “el derecho a la salud de los adultos mayores es un derecho fundamental autónomo, dadas las características de especial vulnerabilidad de este grupo poblacional y su particular conexidad con el derecho a la vida y a la dignidad humana”. En la sentencia descrita la Corte señaló que “el derecho a la salud se torna fundamental de manera autónoma [cuando] se trata de un adulto mayor que goza de una protección reforzada a partir de lo señalado en la Constitución Política y en tratados internacionales”.

Así las cosas, es evidente que la presente acción de tutela es procedente en cuanto se trata de buscar la protección de los derechos fundamentales a la salud y la vida digna de una persona de la tercera edad, a quien le fue diagnosticada una infección respiratoria aguda no especificada y secuelas de otras enfermedades cerebro basculares, que requieren atención prioritaria y especial.
Del servicio de salud de la Policía Nacional:

Teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 216 y 217 Constitucional, y atendiendo las condiciones especiales bajo las cuales trabajan los miembros de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, el Legislador dictó la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, de acuerdo a ello se creó un sistema de salud especial para éstas personas, el cual no se rige por las normas del régimen de seguridad social de los demás colombianos, por ello los atículos 2º y 3º de la ley en mención dicen: 

“ARTÍCULO 2o. OBJETO. El objeto del SSMP es prestar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios y el servicio de sanidad inherentes a las operaciones militares y policiales.

ARTÍCULO 3o. DEFINICIÓN. Para los efectos de la presente Ley se define la sanidad como un servicio público esencial de la logística militar y policial, inherente a su organización y funcionamiento, orientada al servicio del personal activo, retirado, pensionado y beneficiarios.”
A pesar de lo anterior, es necesario indicar que para este servicio de salud también rigen los mismos principios que el de los civiles, sin embargo tiene algunos principios adicionales como lo es el de la protección integral, el cual está contenido en el literal d del artículo 4º de la norma en mención:

“d) Protección integral. El SSMP brindará atención en salud integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, así como en los aspectos de prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación, en los términos y condiciones que se establezcan en el plan de servicios de sanidad militar y policial, y atenderá todas las actividades y suministros que en materia de salud operacional requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión. En el SSMP no existirán restricciones a los servicios prestados a los afiliados y beneficiarios por concepto de preexistencias;”
En desarrollo de ese principio la misma ley en su artículo 23 dispuso:

“ARTÍCULO 23. PLAN DE SERVICIOS DE SANIDAD MILITAR Y POLICÍA. Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad, en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. El plan permitirá la protección integral de los afiliados y beneficiarios a la enfermedad general y maternidad, en las fases de promoción y fomento de la salud y la prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación, para todas las patologías, según la intensidad de uso y los niveles de atención y complejidad que se definan. Mediante el Plan de Servicios de Sanidad, los afiliados y beneficiarios tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en hospitales, clínicas y otras unidades prestadoras de servicios o por medio de contratos de tales servicios con personas naturales o jurídicas.”

Sobre el servicio de transporte:

Por su parte, el Ministerio de Salud y Protección Social impartió instrucciones para la atención especial y preferencial al adulto mayor a través de la Circular 0001, 1/7/2014 en la cual instó a las empresas promotoras de salud (EPS) y a las instituciones prestadoras de servicios de salud (IPS) a dar estricto cumplimiento de los mandatos legales y jurisprudenciales que obligan a garantizar una atención especial y preferencial al adulto mayor. Por lo anterior, la cartera impartió una serie de instrucciones orientadas a garantizar tal atención y para que, en el marco de sus competencias, las entidades emprendan las acciones que propendan por su desarrollo integral, protección física, mental y social, promoviendo hábitos y comportamientos saludables. Señala también que deben definir estrategias que les permitan disfrutar de los servicios con calidad, calidez y eficiencia, así como disponer en sus oficinas tanto de personal como de infraestructura adecuada para la atención de sus necesidades, incluyendo herramientas logísticas y tecnológicas idóneas que permitan una atención personalizada ágil y eficiente. Para finalizar, recuerda que la Superintendencia Nacional de Salud velará por el cumplimiento de las normas.

Ahora bien, en cuanto a la cobertura del servicio de transporte y alojamiento de pacientes y acompañantes en el sistema de seguridad social en salud reproduce la Corporación Constitucional en varias de sus jurisprudencias
 ha expuesto que el servicio de transporte no está catalogado como una prestación asistencial de salud, siendo éste el argumento principal de las entidades promotoras de salud para negar su cubrimiento, y porque además está regulado por resolución 5521 de 2013
.
Sin embargo, estableció que cuando el paciente no cuenta con los recursos para sufragar los gastos que le genera el desplazamiento y, éste, sea la causa que le impide recibir el servicio médico, esta carencia se constituye en una barrera para acceder al goce efectivo de su derecho a la salud, lo que hoy entonces conocemos como “principio de accesibilidad
. 

En éste evento, consideró la Corte, la intromisión del juez constitucional en aplicar la siguiente regla jurisprudencial de cara a la procedencia del amparo “(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario

Adicionalmente, abrió la posibilidad de sufragar los gastos de viáticos para un acompañante cuando el paciente (i) dependa totalmente del tercero para su movilización, (ii) necesite de cuidado permanente “para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas” y finalmente, (iii) ni el paciente ni su familia cuenten con los recursos económicos para cubrir el transporte del tercero
. (Subrayado nuestro)
Por último, oportuno resulta decir que a través de la sentencia T-322 de 2012 con ponencia del Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, trajo a cita el proveído T-1158 de 2001 donde en un caso similar se concedió la tutela por el servicio de transporte urbano a un menor con alto grado de discapacidad. En ella se observó: 

“Claro que la obligación de acudir a un tratamiento corresponde, en primer lugar, al paciente y a su familia. Pero, si se trata de un inválido y además de un niño y si la familia no tiene recursos para contratar un vehículo apropiado, no tiene explicación que no se preste el servicio de ambulancia por parte de la correspondiente EPS. La movilidad personal hacia el lugar donde el niño inválido va a ser atendido depende de los medios que tenga a su disposición. No es aceptable exigirle a un niño inválido, con 84.9% de incapacidad, que tome transporte público para ir y venir a las sesiones de fisioterapia. Las dificultades son enormes y las secuelas, al usar tal medio de transporte público, pueden ser catastróficas. El solo hecho de tomar el vehículo ofrece múltiples problemas (…)”

En todo caso, es obligación del Juez de Tutela analizar las circunstancias de cada caso en particular y determinar si se cumplen los requisitos definidos por la jurisprudencia, caso en el cual deberá ordenar los pagos de transporte que se requiera cuando se demuestre que el accionante carece de recursos económicos y su traslado para atender su salud es necesario para su recuperación.
Del caso concreto:

En el presente asunto, el señor Leofabio quien es una persona de la tercera edad que en la actualidad presente problemas respiratorios, además de encontrarse en condición de discapacidad por una pérdida total de la movilidad que le hace ser completamente dependiente, a pesar de ello, Sanidad de la Policía Nacional-Seccional Risaralda, ha retrasado la autorización de terapias físicas y del lenguaje que requiere para mejorar su condición de salud, además de no brindarle la atención integral que requiere para ser atendido en casa; dichas dilaciones se han dado de manera injustificada afectando con ello la calidad de vida del paciente.  
De acuerdo con ello, y teniendo en cuenta lo dicho en las normas atrás transcritas, se encuentra evidente en el presente asunto que al señor Londoño se le está vulnerando su derecho fundamental a la salud, y al tiempo se están desconociendo los principios de eficiencia, equidad e integralidad que rigen el SSMP.

En ese orden y aterrizando en los argumentos presentados por la impugnante en su escrito respecto a que el Juez de primera instancia dejó de pronunciarse en torno a la solicitud de que se le concediera transporte desde su lugar de residencia a los lugares a los cuales el señor Londoño debe acudir a recibir atención clínica y de que se reactivara el servicio de atención médica en su vivienda, debe decir la Sala respecto a la segunda de las pretensiones que revisado el expediente no se encuentra sustento probatorio que le de luces a esta Juez Colegiado en cuanto a que al paciente se le haya retirado o se le esté negando la atención de médico general en su casa, y por el contrario lo que se puede ver es que la misma se le ha venido prestando y que fue la libelista quien solicitó que se le prestara con otro profesional de la salud por no encontrarse a gusto con la atención que les brindaba la persona designada para eso (fls. 21 a 23) , en ese orden de cosas es claro que no hay con que establecer la negación de la prestación del servicio reclamado por una causa imputable a la entidad accionada; de allí que no se avizore la necesidad de expedir órdenes en tal sentido.
En cuanto al tema del transporte en ambulancia para los traslados del señor Leofabio desde su casa hasta las IPS a las que debe asistir a recibir atención médica, y teniendo en cuanta lo dicho en precedencia respecto al tema, es necesario establecer primero que todo las condiciones económicas de la parte accionante para asumir los costos de tal servicio, al respecto y a pesar de que ello no se dejó claro en el escrito de tutela, sí se hizo en declaración juramentada que la libelista realizara en el Despacho de primera instancia, el cual es visible a folio 42 en donde indicó las razones tanto de orden económico como del estado de salud del paciente por las cuales solicita tal servicio; igualmente a folio 14 se puede leer que el médico tratante consignó que el señor Leofabio se encuentra en situación de postración. 
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones y toda vez que está realmente claro que el paciente no puede ser trasladado de su residencia a otros lugares en cualquier medio de transporte, razón por la cual siempre debe realizar en taxi, lo cual se hace más complejo si se tiene en cuenta que la persona que se encarga de su cuidado es la señora Luz Marina, quien además es una mujer adulta, con sus propias dolencias, para quien maniobrar en el transporte público con su esposo resulta algo complejo. 
En ese orden de las cosas, encuentra este Juez Colegiado que se evidencia la necesidad de brindarle al señor Leofabio unas condiciones de transporte especiales que le permitan hacer menos penosa su actual condición de salud, ello a pesar de que el transporte intraurbano que no sea entre IPS, no está contemplado dentro de los actuales planes obligatorios de beneficios vigentes en los distintos regímenes de salud. La anterior consideración encuentra su asidero en la jurisprudencia constitucional la cual ha establecido que en ciertos casos especiales, atendiendo al estado de salud del paciente y sus condiciones económicas y las de su familia, es procedente que el Juez de tutela le ordene a una entidad prestadora de salud el concederle a un afiliado el traslado interurbano en ambulancia o vehículo especial medicalizado, desde su lugar de residencia hasta los lugares a donde deba trasladarse para recibir atención médica, ya que esa es una manera de darle aplicación al principio de universalidad en el acceso a los servicios de salud. Por ello en la sentencia T-322 del 2012 (M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo) dijo: 
“Para esta Corte, si bien el transporte no podía ser considerado propiamente como un servicio de salud, lo cierto es que inicialmente reconoció la existencia de ciertos casos en los que debido a las difíciles y particulares circunstancias económicas a las que se ven expuestas algunas personas, no les es posible asumir su costo, por lo que ante su insolvencia económica, se constituye dicha necesidad en una barrera para el efectivo acceso al servicio de salud, señalando en su momento, que en tales casos, de manera excepcional, los jueces de tutela podían ordenar a las empresas prestadoras del servicio y a las entidades encargadas de suministrar la atención, el reconocimiento y pago del valor equivalente a los gastos de transporte, con la posibilidad de que éstas, más adelante, repitieran contra el Fosyga.

 

Posteriormente, y ante el alto impacto que implica para muchas personas la imposibilidad de cancelar sus transportes y los de su acompañante, para acceder a los tratamientos médicos prescritos, se reconoció e incluyó tal servicio por parte de la Comisión de Regulación en Salud – CRES, dentro del Plan Obligatorio de Salud, lo cual, en la actualidad, se encuentra consagrado dentro de los artículos 42 y 43 del Acuerdo 029 de 2011[66], bajo el entendido según el cual es exigible su prestación en los siguientes eventos: (i) en ambulancia, para el traslado entre instituciones prestadoras de servicios de salud dentro del territorio nacional de pacientes remitidos por otra institución y en aquellos casos en los que el paciente, según el criterio del médico tratante, debe recibir atención domiciliaria y (ii)en un medio de transporte diferente a la ambulancia, para el acceso a un servicio de salud incluido en el POS, no disponible en el municipio de residencia del afiliado.

 

Además, con relación al servicio urbano de transporte ha indicado esta Corporación, entre otras, en la Sentencia T-1158 de 2001[67] que cuando se trata de un niño con alto grado de discapacidad, no hay razón para negarlo por parte de la EPS cuando la familia no tiene los recursos para sufragarlo. Sobre el particular, se ha dicho:
“Claro que la obligación de acudir a un tratamiento corresponde, en primer lugar, al paciente y a su familia. Pero, si se trata de un inválido y además de un niño y si la familia no tiene recursos para contratar un vehículo apropiado, no tiene explicación que no se preste el servicio de ambulancia por parte de la correspondiente EPS. La movilidad personal hacia el lugar donde el niño inválido va a ser atendido depende de los medios que tenga a su disposición. No es aceptable exigirle a un niño inválido, con 84.9% de incapacidad, que tome transporte público para ir y venir a las sesiones de fisioterapia. Las dificultades son enormes y las secuelas, al usar tal medio de transporte público, pueden ser catastróficas. El solo hecho de tomar el vehículo ofrece múltiples problemas (…)”
Ahora bien, como el servicio de transporte interurbano no está considerado como una prestación de salud dentro del POS ni dentro del régimen especial de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, es necesario permitirle a la entidad prestadora de salud, el recobrar los gastos que debe asumir por este concepto y que legalmente no le correspondería, por ello es que en el régimen regulado por la Ley 100 de 1993 se autoriza a que las EPS tanto del sector contributivo como subsidiado puedan recobrar por ese tipo de servicios ante el FOSYGA, en el régimen o sistema especial de seguridad social en salud de las fuerzas militares, cuya la financiación se obtiene de recursos propios, se ha establecido que las entidades pertenecientes a las Fuerzas Militares y de Policía Nacional deben apropiar de ellas los recursos para su funcionamiento, de allí que el artículo 38 de la ley 352 de 1997 se diga: 
“ARTÍCULO 38. FONDOS CUENTA DEL SSMP. Para los efectos de la operación del SSMP, funcionará el fondo cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y el fondo cuenta del Subsistema de Salud de la Policía Nacional. Los fondos cuenta tendrán el carácter de fondos especiales, sin personería jurídica, ni planta de personal. Los recursos de los fondos serán administrados en los términos que determine el CSSMP, directamente por la Dirección General de Sanidad Militar o por la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, y ejecutados por las Fuerzas Militares o por la Policía Nacional, según corresponda. Los recursos podrán ser administrados por encargo fiduciario conforme a lo dispuesto en el estatuto general de contratación de la Administración Pública. Ingresarán a cada uno de los fondos cuenta los siguientes recursos según sea el caso:

a) Los ingresos por cotización del afiliado y por cotización correspondiente al aporte del Estado como aporte patronal;

b) Los aportes del Presupuesto Nacional con destino al respectivo Subsistema contemplados en el artículo 32 y los literales b), c), d), y f) del artículo 34 de la presente Ley;

c) Los ingresos por pagos compartidos y cuotas moderadoras realizados por los beneficiarios del respectivo Subsistema;

d) Otros recursos o ingresos destinados para el funcionamiento de cada uno de los Subsistemas;

e) Recursos derivados de la venta de servicios;
PARÁGRAFO. Los recursos a que hacen referencia los literales a), c) y e) serán recaudados y transferidos directamente al fondo cuenta correspondiente para su distribución y transferencia.”
En consonancia con lo anterior la Corte Constitucional en una oportunidad manifestó: 

“Como ya lo expuso la Sentencia T-540 de 2002, si bien en términos prácticos puede decirse que la Dirección General de Sanidad Militar, por las funciones que cumple, entre las cuales está la de “dirigir la operación y funcionamiento del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares” (artículo 10, literal a) de la Ley 352 de 1997), puede compararse con una Empresa o Entidad Promotora de Salud de la que trata el artículo 177 de la Ley 100 de 1993, cuya función básica es la de “organizar, y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del plan de salud obligatorio a los afiliados (...)”, lo cierto es que la Dirección General de Sanidad Militar es un organismo que pertenece a un sistema de salud especial y por ello no puede ser catalogada como Empresa Promotora de Salud (EPS) por lo que debe regirse entonces, por las normas de ese sistema especial.

 

La Sala advierte que, en casos como el que se examina, por tratarse de un régimen o sistema especial de seguridad social en salud, la financiación de los costos debe obtenerse de los recursos de fondos propios con los cuales se hace posible la operación del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional. En tal sentido, Ley 352 de 1997, en forma similar a como lo hace la Ley 100 de 1993 en su artículo 218, establece:
(…)

Como bien puede apreciarse, la norma en cita, en cuanto regula el funcionamiento y financiación de los fondos-cuenta de los Subsistemas de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, se equipara al artículo 218 de la Ley 100 de 1993, en el que se crea y se establece la operación del Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga), por lo cual, estima la Sala, que sin orden del juez de tutela, la Dirección General de Sanidad Militar, podrá obtener los recursos del fondo-cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, como quiera que se trata de un régimen especial que se rige por sus propias normas.

4.4. Con base en tales consideraciones, la Corte revocará la sentencia de instancia y conceder la tutela solicitada, ordenando a la Dirección General de Sanidad Militar que apropie los recursos que sean necesarios para que se cubran los gastos de traslado del actor del lugar de su residencia a la ciudad de Bogotá, que le permita dar continuidad completa al tratamiento médico ordenado para que pueda alcanzar un estado pleno de bienestar físico. La Corte sólo concede el amparo deprecado para que se apropien los dineros necesarios para los gastos del accionante, ya que no se demostró en el expediente la necesidad de cubrir por igual los gastos de un acompañante.”

Como corolario de todo lo anterior, la Colegiatura confirmará el fallo de primera instancia y adicionará un numeral ordenándole a Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda brindarle al señor Leofabio Londoño Carmona el transporte en ambulancia o en un vehículo medicalizado, desde su lugar de residencia hasta los distintos centros de salud a los cuales debe asistir con el fin de recibir el tratamiento ordenado por su médico, o al lugar que se requiera en razón de las citas médicas, remisiones y tratamientos que le sean programados, ello de acuerdo a lo dicho en precedencia. 

Aunado a lo anterior y teniendo en cuenta lo dicho más arriba respecto a los recursos económicos con los cuales cuenta el sistema de salud de la Policía Nacional, se le ordenará a la Seccional Risaralda de Sanidad de esa entidad apropiar los recursos que sean necesarios para que se cubran los gastos que permitan dar cumplimiento a lo aquí dispuesto. 
Finalmente, se le instará a la entidad accionada para que, si aún no lo ha hecho, reanude la prestación del servicio de atención médica domiciliaria el cual se le venía prestando al actor por medio de una médica que se desplazaba hasta su residencia para realizarle los controles médicos, la cual al parecer se le suspendió por las inconformidades que la señora Luz Marina manifestó frente a la misma.  
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, mediante fallo del 29 de diciembre de 2015, por medio del cual tuteló los derechos fundamentales del señor LEOFABIO LONDOÑO CARDONA, de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: ADICIONAR un numeral al fallo revisado en el sentido de ORDENAR a SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL SECCIONAL RISARALDA que inmediatamente inicie los trámites administrativos necesarios para brindarle sin dilaciones injustificadas, el transporte en ambulancia o en un vehículo medicalizado al señor Leofabio, desde su lugar de residencia hasta los distintos centros de salud a los cuales debe asistir con el fin de recibir el tratamiento ordenado por su médico, o al lugar que se requiera en razón de las citas médicas, remisiones y tratamientos que le sean programados, ello de acuerdo a lo dicho en precedencia.
TERCERO: Para dar cumplimiento a lo anterior, se le ORDENA a la Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional apropiar los recursos que sean necesarios para que se cubran los gastos de transporte del accionante, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

CUARTO: INSTAR a Sanidad de la Policía Nacional-Seccional Risaralda para que, si aún no lo ha hecho, reanude la prestación del servicio de atención médica domiciliaria el cual se le venía prestando al actor por medio de una médica que se desplazaba hasta su residencia para realizarle los controles médicos
CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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